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El hecho de que no se haya tramitado formalmente un procedimiento conducente a 
declarar de forma expresa la caducidad de la licencia otorgada en el año 1976 no puede 
bastar como argumento para conseguir el efecto de conseguir una congelación del 
planeamiento urbanístico, al tratarse de una obra no terminada y que, por tanto, no puede 
acogerse al régimen de fuera de ordenación. 

Como justificación de la extinción de los efectos de la licencia otorgada en 1976 a las 
consideraciones expuestas, se añaden las desarrolladas en la sentencia de esta Sala y 
Sección de 23 de marzo de 2017, recurso 4341/2016, ECLI:ES:TSJGAL:2017:2004, invocada 
por la Administración demandada, de las que interesa destacar lo siguiente:  

“Por lo que se refiere a la licencia otorgada en 1983, el criterio de que las licencias de 
obras sólo se pueden considerar caducadas en una resolución expresa que ponga fin a un 
expediente tramitado específicamente para realizar tal declaración ha sido objeto de 
importantes matizaciones por la Jurisprudencia. En la STS de 1-7-96 se estima que la 
licencia objeto del litigio había perdido su vigencia y no podía ser rehabilitada, aunque no 
hubiera mediado un acto formal y autónomo de caducidad, porque las licencias no pueden 
ser indefinidas ni situarse al margen de la evolución del planeamiento urbano. Esta 
doctrina ha sido reiterada con posterioridad por la STS de 7-6-00 y tiene varios 
precedentes. Así, la STS de 2-6-92 declaró: “Esto quiere decir que en una materia, como 
la urbanística, en la que, junto a la vigencia indefinida de Planes de Ordenación y Proyectos 
de Urbanización [art. 45 de la Ley del Suelo la Administración cuenta con el potencial del 
«ius variandi» (arts. 47 y siguientes de la propia Ley), un elemental principio de coherencia 
con lo pedido y obtenido por el administrado, impone a éste poner en práctica el derecho 
que le ha sido reconocido como ejercitable por la Administración; sobre todo teniendo en 
cuenta que si con su petición no ha pretendido conseguir objetivos inconfesables, el 
primer interesado en no dilatar tal ejecución es él mismo, para prevenir mutaciones del 
ordenamiento urbanístico que impidan o dificulten lo que ya tiene conseguido. Porque, en 
este aspecto, se trata de un derecho-deber.” La STS de 19-10-89 determinó, en un 
supuesto de transcurso de un largo período de paralización de una obra, que el 
pronunciamiento de declaración de la caducidad por parte de la Administración no era un 
requisito constitutivo, sino simplemente declarativo de dicha caducidad; que tal 
declaración podía considerarse implícita en determinados acuerdos, y que cabía que fuese 
remediada por los propios Tribunales, por economía procesal, cuando los presupuestos 
que la condicionaban concurrían sin lugar a dudas. Y la STS de 20-5-85 dijo: “si bien deben 
limitarse en lo posible los condicionamientos de las licencias, hay que reconocer los 
motivos que existen para someterlas a caducidad, cuando son de alejar peticiones poco 
serias o mal estudiadas o, sobre todo, las formuladas con ánimo especulativo o para 
asegurarse en momentos en que no se dispone de los medios suficientes la realización de 
unas construcciones que se sabe, o se presiente, que dentro de poco con una nueva 
planificación han de resultar inviables”. En el presente caso las obras iniciadas al amparo 
de la licencia estuvieron paralizadas durante muchos años, por lo que resulta de plena 
aplicación la doctrina referida (…). 

 

 


